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La década transcurrida desde el Bicentenario nos muestra un marcado cambio en materia de derechos sociales. Poco a poco, cayeron muchas de las ideas tradicionales que negaban o disminuían el valor de estos derechos. Con respecto a 2010, el principal avance se percibe en el plano cultural: los derechos sociales se presentan como auténticos derechos. Eso hizo posible ciertos progresos en su vigencia, aunque mucho sigue sin cumplir. Contribuyeron muchos factores a un proceso que se desarrolló a gran velocidad.


1. Apuntes sobre el contexto


Movilización. El principal impulso, seguramente, provino de la multiplicación de movimientos sociales diversos. Coincidieron en reclamar del Estado las prestaciones que identificaron, muchas veces, con los derechos sociales de la Constitución. No intentaron reemplazar al Estado apelando a la solidaridad privada o la filantropía internacional. Su actitud reivindicativa obligó a las autoridades a crear instancias abiertas de negociación, donde se diseñaron políticas sociales concebidas a partir de derechos. Esto floreció bajo la creciente aceptación social del derecho a la protesta. La represión de 2001, las muertes de Darío Santillán y Maximiliano Kosteki (en 2002) y el asesinato en 2006 del maestro Carlos Fuentealba consolidaron un tácito compromiso social de no usar la fuerza para dispersar la protesta. La derogación de la ley 26.268 (o “ley antiterrorista”) y una reforma progresista del art. 194 del Código Penal (por acuerdo amistoso ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos) disolvieron los temores de los movimientos sociales al momento de ganar las calles y las rutas.


Democratización sindical. Nuevas conducciones gremiales brotaron desde las bases. Recibiendo sus mandatos a través de asambleas, impulsaron  reivindicaciones legitimadas en muchos casos a través del texto del art. 14 bis y de los tratados de derechos humanos. La movilización se mantuvo como herramienta central, y reunió a los sindicatos con los movimientos sociales. La Corte estimuló el proceso con la serie de fallos iniciada en “ATE” (2008) y “Rossi” (2009), dirigidos a impulsar la democratización de los gremios. Las patronales esperaban así fragmentar y debilitar a los sindicatos. Sin embargo, la legitimidad forjada en asambleas –y preservada mediante estatutos democráticos– fortaleció las conducciones combativas. Muchas incluso lograron la administración precaria de empresas recuperadas, en virtud de una tibia ley de expropiaciones sancionada tras años de debate. En el inicio de la década, la Central de Trabajadores Argentinos (CTA) obtuvo su personería gremial. El Gobierno quiso evitar así que la Corte definiera la cuestión por vía de sentencia. La CTA coordinó a las directivas sindicales de base, otorgándoles cobertura institucional y recursos financieros e intelectuales. Las nuevas conducciones gremiales iniciaron campañas de afiliación masiva, para multiplicar sus cotizantes. Esto blanqueó muchas relaciones laborales y llevó a un aumento sostenido de las contribuciones a la seguridad social. 


Nuevos roles de la ANSES. La Administración Nacional de la Seguridad Social (ANSES) adquirió funciones de seguro social en sentido amplio. Sus fondos aumentaron con la discutible re-estatización del sistema previsional (ley 26.425, de 2008) y con parte de las retenciones agrarias. La Asignación Universal por Hijo (decreto 1602/2009) se amplió a través de una reforma del art. 3 de la ley 24.714, para abarcar a quienes trabajan en negro ganando más que el salario mínimo. La Asignación aumentó también su valor patrimonial, añadiendo prestaciones no dinerarias (en particular, alimentos y formación). Programas más modestos surgieron por acuerdos con movimientos sociales, con la universalidad y la inscripción automática como principios. Un incipiente plan de viviendas y un sistema de paritarias entre inquilinos y propietarios se presentaron explícitamente como garantías del derecho a la vivienda digna. 

Política parlamentaria. Los comicios desde 2009 reflejaron, en cada caso, un electorado dividido e inestable. En un Congreso fragmentado, ningún bloque tuvo quórum propio ni posibilidades de imponerse. Tras una breve parálisis política a comienzos de la década, se consolidó una dinámica de mayorías circunstanciales articuladas en torno a cada proyecto. Se aprobaron programas de derechos sociales impulsados por las bancadas progresistas, que a cambio apoyaron al oficialismo de turno en cuestiones de gestión, en el acuerdo para funcionarios y en dos designaciones por vacantes producidas en la Corte. También aportaban pausas en la acción de sus movimientos sociales afines, dando oxígeno político al Gobierno. Las coaliciones progresistas en el Congreso crearon garantías presupuestarias, tales como destinar porcentajes fijos del PBI a satisfacer derechos sociales. Extendieron así lo previsto en el art. 9 de la ley 26.206 (o Ley Nacional de Educación, de 2006), que establecía el 6% del PBI como el mínimo de inversión consolidada en educación. Otra norma impuso una evaluación de impacto en derechos sociales como condición obligatoria para autorizar grandes emprendimientos comerciales e industriales. El Congreso instauró precios políticos para muchos productos y servicios (como el agua y la electricidad) de empresas públicas, a fin de garantizar cierta vigencia mínima de derechos sociales. Además, el Estado empleó el mecanismo de las licencias obligatorias (ley 24.481, arts. 44 y 45) para autorizar o llevar adelante la producción masiva de medicamentos genéricos. 

Vía judicial. Los movimientos y sindicatos recurrieron estratégicamente a los tribunales. Interpusieron amparos y acciones declarativas para traer a la discusión pública cuestiones omitidas por los otros poderes, o para despejar el camino mediante medidas cautelares o de emergencia. Algunos casos llegaron a la Corte, que otorgó las cautelares en situaciones extremadamente urgentes (como la medicación para pacientes, o la alimentación para infantes). En los demás reclamos sobre derechos sociales, el Tribunal adoptó mecanismos de apertura a la deliberación. Siguiendo el antecedente de “Mendoza” (2006), el caso del Riachuelo, la Corte reconoció la exigibilidad de estos derechos, pero impulsó sucesivas audiencias públicas para que el Estado y los grupos solicitantes confrontaran sus argumentos. A partir de ello ordenaba o proponía medidas. Cada debate se difundió ampliamente a través de las radios y los canales que movimientos y gremios adquirieron en la ola de ventas de medios generada por la ley de servicios de comunicación audiovisual (aprobada en 2009). 

Asuntos pendientes.  La distribución del ingreso exhibe alta desigualdad. Gran parte de las jubilaciones no sobrepasan el mínimo legal, aunque la cobertura es prácticamente universal. El sistema impositivo castiga más a los sectores de ingresos fijos. El IVA abarca bienes de primera necesidad, y el impuesto a las ganancias incluye asalariados que están lejos de los estratos más ricos. El sistema financiero se concentró y extranjerizó a lo largo de la década, si bien la banca pública equilibró el mercado. Las empresas públicas mantienen un modelo burocrático centralizado, con abusos y corruptelas. No tuvieron éxito propuestas para combinar cierta autonomía de las empresas junto al control de trabajadores y usuarios en los directorios. En la relación con las instituciones financieras internacionales, los derechos sociales sirvieron de límite a las condiciones para préstamos. Pero los pagos a estas instituciones afectaron fondos que debían aplicarse a satisfacer esos mismos derechos. Una liviana auditoría sobre la deuda externa, practicada al promediar la década, no logró reducciones significativas. La posibilidad de recurrir a la Corte Internacional de Justicia no reunió consenso tras el frustrante fallo de 2010 sobre el río Uruguay. La vivienda y el uso de la tierra engendran cuestiones sociales graves, para las que no hay soluciones estructurales. Las empresas agrícolas desplazan a comunidades campesinas, continuando la tendencia de principios de siglo. La degradación ambiental aumentó a lo largo de la década. Algunos proyectos de ley para limitar la explotación destructiva se aprobaron ajustadamente con los votos de coaliciones progresistas. Pero el Ejecutivo siempre los vetó, siguiendo la línea iniciada con el rechazo a la ley 26.418 (o Ley de Glaciares, de 2008). En ningún caso se lograron las mayorías para revertir el veto. Las sucesivas administraciones maximizaron la extracción de recursos, para aumentar la recaudación en derechos de exportación (aunque la minería mantuvo exenciones). Dejaron a las próximas generaciones la carga de sufrir y recomponer los daños. 


2. Cambios en la concepción de los derechos sociales

Desde 2010 a nuestros días, el mayor cambio se observa en el plano ideológico. Rompimos con la visión tradicional, dominante hasta fines del siglo XX, que combinaba elementos de la derecha liberal y la derecha conservadora. La primera confiaba los derechos sociales al mercado y al proceso político ordinario; también rechazaba la intervención estatal, en nombre de la eficiencia. La derecha conservadora, en cambio, admitía la acción del Estado, pero sólo para promover un determinado esquema moral y ciertos planes de vida señalados como legítimos. Los derechos sociales aparecían así, bajo la visión de ambas derechas, como ineficientes por su costo e inmorales por su universalidad. Este discurso desde las alturas opuso durante el siglo pasado una barrera contra la interpretación progresista de la Constitución. 

En la última década se produjo un cambio tan simple como revolucionario: tomar a los derechos sociales como verdaderos derechos exigibles, con igual jerarquía y peso que los civiles y políticos.  Esta nueva conciencia creció en conexión con los procesos que hemos descripto en el apartado anterior.


Falta de diferencias. Se admitió la igualdad esencial entre los derechos sociales y los civiles y políticos. Todos se consolidaron como las garantías para la autonomía pública y privada de las personas. Las diferencias textuales no tienen relevancia: la consagración en pactos separados no introduce distinciones jerárquicas y, además, todos los derechos se hallan en la Declaración Universal de 1948, dotada de rango constitucional. Las supuestas “generaciones” de derechos no tienen límites claros, ni crean diferencias en la validez de cláusulas integradas en un solo texto constitucional. La antigua distinción entre derechos “positivos” y “negativos” se disolvió al comprenderse que todos involucran obligaciones de hacer y de no hacer, en distintas combinaciones. Se trata de una diferencia de grado y no de esencia. 

Operatividad. Se abandonó la noción de “derecho programático”, por su poca claridad. No había criterios para delimitar esa categoría. No se trataba de la necesidad de reglamentación, ya que todo derecho constitucional se ejerce según las leyes. No tenía importancia tampoco su impacto presupuestario: numerosos derechos civiles y políticos (tales como el sufragio o la propiedad) requieren presupuesto para asegurarlos. Ningún desacuerdo interpretativo justifica un tratamiento diferente para los derechos sociales: otros derechos cuya exigibilidad no suele discutirse (como el derecho a la vida o a la libre expresión) también generan hondas discrepancias. A la vez, un derecho “programático” siempre permanecería subordinado a los criterios de oportunidad política del legislador ordinario. Esto contradice la noción misma de los derechos constitucionales como límite para la actividad parlamentaria.

Universalidad. Definir a los derechos sociales como derechos significa, en primer lugar, reconocer que protegen a todas las personas. Se rechazó la focalización como principio orientador de políticas sociales. En nombre de la eficiencia, el neoliberalismo había propuesto concentrarse en grupos que lograban demostrar su indigencia, o a los que el Estado necesitaba controlar o neutralizar. Por el contrario, la nueva visión parte de asegurar a todos, sin estigmatizaciones ni recortes, los derechos sociales.  Hubo que superar cierta moralina conservadora, abandonando el mérito y el esfuerzo como supuestas condiciones para gozar de derechos sociales. No sólo los “pobres buenos” tienen derechos, sino toda persona que sufre la privación por acción u omisión estatal. Aquí también rige el principio liberal de respeto a los planes de vida personales. Justamente, el impacto igualitario de su aplicación en derechos sociales generó oposición en los defensores de una sociedad dividida en jerarquías fijas difíciles de justificar. 

Escasez. El argumento de los costos se debilitó en la discusión permanente en múltiples foros, judiciales y no judiciales, sobre la auténtica extensión de la escasez. Se percibió que en muchos casos se trataba de mala distribución, adoptada en una deliberación política reducida o sesgada por desinformación, prejuicios o falta de control público. El “máximo de recursos disponibles” en el art. 2 del Pacto de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (PDESC) se interpreta ahora como referencia al presupuesto completo. En casos de auténtica escasez, el Estado debe emplear incluso los fondos para gastos con menor jerarquía constitucional (subsidios a multinacionales, compras de armamentos). Tal como aceptó el costo de las elecciones, o de garantizar abogados defensores, la sociedad argentina admite que no pueden quedar incumplidos los derechos humanos a la salud, la alimentación o la vivienda. La escasez se volvió un problema coyuntural que se resuelve caso por caso, o que se distribuye del modo más igualitario posible. Creció un consenso similar al conseguido a comienzos de siglo sobre los derechos de las parejas del mismo sexo, o la legitimidad de enjuiciar a los responsables de crímenes de lesa humanidad.
Interpretación. El debate permanente permitió superar el escepticismo interpretativo que intentó vaciar de contenido a los derechos sociales. Tras reconocer que la interpretación plantea problemas a cualquier norma en lenguaje natural, hoy se concibe la hermenéutica como una actividad constante, colectiva y no arbitraria, que exige justificaciones públicas.  No queda sólo en manos de jueces: corresponde a toda persona. La interpretación parte del “diálogo social” en torno a un derecho, y propone nuevos sentidos que se someten una vez más a la crítica pública. No hay una “última palabra”.

Comprendemos también que los derechos sociales garantizan “un nivel de vida adecuado” (PDESC, 11). No basta erradicar la pobreza más indigna o el hambre más extremo, ni alcanza con la mera supervivencia, la atención médica básica, o la educación elemental. El paradigma de derechos humanos elevó las expectativas. La interpretación se expandió con aportes del Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de Naciones Unidas. A mediados de la década se iniciaron los pronunciamientos del Comité en casos individuales, al entrar en vigencia el Protocolo Opcional del PDESC (Resolución A/RES/63/117, 10 de diciembre de 2008), que Argentina firmó en 2009 y ratificó tiempo después. La mayoría de los planteos contra nuestro país se refieren al sistema previsional. Pese al lenguaje diplomático y elíptico del Comité, esta nueva vía aumentó el arsenal retórico y político de los movimientos sociales. 

Democracia y poder judicial. La teoría política abreva hoy en modelos deliberativos de democracia, donde los derechos sociales representan condiciones para una deliberación capaz de legitimar decisiones colectivas. Esto atenúa la objeción democrática discutida fervientemente desde mucho antes del Bicentenario. También perdió sentido la propuesta de elaborar “políticas públicas” o “políticas de Estado” sobre salud o educación. Esos conceptos convertían a los derechos en objeto de acuerdos políticos. Al reconocer su carácter constitucional, los derechos hoy están fuera de la mesa de negociaciones: sólo las herramientas para garantizarlos están sujetas al trámite parlamentario. Pero el poder judicial debió dar cuenta de sus falencias técnicas y de su menor legitimidad democrática relativa en derechos sociales. Por ello adoptó mecanismos de apertura a la deliberación (a través de audiencias públicas), la consulta a expertos diversos y –en contadas ocasiones- el reenvío de cuestiones al Congreso o al Ejecutivo, según las competencias.   


Distribución política. Hoy se admite que la salud, la alimentación, la vivienda o la educación, entre otros derechos, no son mercancías. Gradualmente se amplió el espectro de objetos y prestaciones que no deben distribuirse a través del mercado. Esta visión revirtió la tendencia de fines del siglo XX, cuando las jubilaciones o la provisión de agua potable se confiaron al mercado. Las discutibles estatizaciones de las primeras décadas de este siglo reflotaron la idea de una distribución política. Perdieron peso los mecanismos compensadores del mercado, algunos basados en nociones de caridad o de solidaridad emotiva. Organizaciones no gubernamentales y entidades filantrópicas ya no distribuyen salud, alimentos o educación. Muchas se convirtieron en organizadoras de acción política frente al Estado como responsable por los derechos constitucionales. 



Eficacia. Los moderados éxitos en derechos sociales debilitaron el argumento centrado en la inutilidad del derecho como instrumento. Lo invocaban a menudo los enemigos del constitucionalismo social o de la redistribución del ingreso. Otras personas, en cambio, expresaban su genuina preocupación por confiar a profesionales del derecho la estrategia de movimientos sociales. Pero a lo largo de la década, el dinamismo de las conducciones impidió un protagonismo excesivo de abogadas y abogados. Aunque prestó su legitimidad discursiva, el derecho constitucional no determinó la acción política. Sirvió para impulsar judicialmente, cada tanto, discusiones estancadas en un Congreso dividido, o frente a un Ejecutivo presionado por fracciones contrapuestas de la patronal. Los derechos humanos recobraron su potencialidad crítica. Al enunciar los compromisos del Estado, muestran lo que debería hacer y sirven como vara para medir el desempeño de cada administración y exponer públicamente sus falencias. 


Supremacía. Los derechos sociales en la Constitución  ya no se subordinan a conceptos difusos como el “bien común” o el “bienestar general”. Esta noción sólo puede referirse a la vigencia más extendida posible de los derechos (siguiendo la Opinión Consultiva 5/86 de la Corte Interamericana de Derechos Humanos). El bien común resulta de los derechos, no los limita. Los derechos sociales recuperaron así su condición de fines en sí mismos. El neoliberalismo, en cambio, insistió en el crecimiento económico como condición para la redistribución y destruyó derechos sociales con la excusa de atraer inversiones y crear trabajo. Hoy, la visión integrada de los derechos impide subordinar algunos de ellos a un programa económico determinado. En general, los gobiernos de esta década tomaron al menos parcialmente en cuenta los derechos sociales como fronteras en su capacidad para lograr acuerdos con los acreedores externos. La “emergencia” tampoco sirve ya como excusa para reducir los derechos sociales. Se ha comprendido que hechos económicos no justifican la violación de normas, y menos aún cuando el Estado causante de la emergencia la invoca en su favor. La Constitución sólo prevé el estado de sitio como vía para suspender derechos, y el PDESC no tiene una cláusula que permita recortarlos. 


3. Palabras finales

La segunda década del siglo nos lega un profundo cambio ideológico. La sociedad argentina ha podido leer, por fin, los derechos sociales de su Constitución. Tomó conocimiento de que la igualdad no se agota en lo formal, ni la libertad en la defensa de nuestra vida privada. La economía se mide hoy con la Constitución. Dejamos atrás la derecha liberal y la tradicionalista, que durante décadas santificaron la desigualdad, disfrazándola de fenómeno natural o de orden moral eterno.


Los derechos sociales en los últimos diez años consiguieron convertirse en verdaderos derechos. Parecía muy lejano al celebrar el Bicentenario; ahora surge como resultado de una movilización intensa y permanente, y este avance de conciencia no se destruirá fácilmente. Hoy los derechos sociales, como los civiles y políticos, se describen como universales y su contenido no puede ya ser mercancía. No dependen de la solidaridad o la caridad ni de la voluntad política de ministros o Congresos. Ni el “bien común” ni la “economía competitiva” logran diluirlos. Con estos derechos en la mano, los movimientos sociales y las conducciones progresistas renuevan sus reclamos ante el Estado, señalado como responsable. Estos derechos dan un instrumento más para interpelar, exigir y actuar. Su legitimidad, por primera vez en muchos años, se reconoce y se defiende. Es el gran avance con que arranca esta nueva década. 
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